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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por los internos EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN y JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA, contra el auto interlocutorio proferido el dos (2) de septiembre del presente año por el Juzgado Segundo de ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se les negaron las rebajas respectivas de la octava  (1/8) y tercera (1/3) parte, de la pena impuesta.

2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de primer grado concluyó que no era procedente conceder las rebajas solicitadas por las siguientes razones:

Los señores GARCÍA ALARCÓN y PULGARÍN PARRA habían sido condenados por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, a la pena de veinte (20) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión, al hallarlos responsables de un concurso de delitos de hurto, porte de armas de defensa personal, utilización de uniformes e insignias y SECUESTRO EXTORSIVO, mediante sentencia del veintitrés (23) de septiembre de dos mil cuatro (2004); la cual había sido modificada por esta Sala al fijar la pena en diez (10) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión, en fallo de segunda instancia del veintiocho (28) de enero de este año.

A renglón seguido, se refirió a la interpretación jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, según la cual a pesar de limitarse el ámbito de vigencia de las disposiciones de la Ley 906 de 2004 a las conductas punibles cometidas desde el primero (1º) de enero de este año, en aplicación del principio de favorabilidad algunas de sus normas podían cobijar a hechos anteriores a tal fecha, siempre y cuando no se refirieran a instituciones propias del sistema acusatorio.

Empero, expresó que en el caso de los sentenciados, no se podía acceder a su petición para que se les hicieran los descuentos por sentencia anticipada, dado que la Ley 600 no había salido del mundo jurídico, y además, el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 tampoco fue objeto de derogatoria o subrogación por la Ley 906 de 2004. Entonces, no se podía aplicar en el presente evento el principio de favorabilidad. 

3.-  RECURSO

Al unísono acuden los procesados para sustentar el recurso de apelación interpuesto, acudiendo básicamente a los mismos planteamientos que se hicieran en la petición inicial ante el Juzgado de conocimiento: La solicitud de la rebaja por el acogimiento a la sentencia anticipada, que se hacía con fundamento en el artículo 352 –sic- de la Ley 906 de 2004. Consideran que la decisión del Juzgado de primera instancia vulnera sus derechos, en especial la favorabilidad consagrada en los artículos 29 constitucional, 6º de la Ley 600 de 2000 y 6º de la Ley 906 de 2004.

Aducen que ya existen varios pronunciamientos en los cuales a pesar de tratarse de hechos cometidos antes de la entrada en vigencia de la nueva ley, se ha aplicado el principio de favorabilidad y se aceptó la aplicación de la rebaja consagrada en el artículo 351 de la nueva codificación.

Ponen de manifiesto que si un ciudadano en estos momentos comete un delito similar al de ellos, tendrá acceso a todos los beneficios como rebaja de penas por sentencia anticipada entre otros; pero ellos, no tienen derecho aunque hallan cometido el mismo delito, sólo por la diferencia de la época en que se verificó el delito.

En conclusión, solicitan se les rebaje la tercera parte de la pena por haberse acogido a la terminación anticipada del proceso.

4.-  SE CONSIDERA

Esta Sala ha estimado que aún subsiste en nuestro ordenamiento jurídico, una codificación especial que impide que los responsables de ciertos delitos, considerados por el legislador como graves, accedan a determinados beneficios, en particular lo referente a los subrogados penales y los permisos administrativos, de conformidad con el contenido del artículo 11 de la Ley 733 de 2002 –todavía vigente-, citado en el auto apelado, que prohíbe tales gracias cuando se trate de delitos como el de secuestro que ahora concita la atención de la judicatura.

Empero, la norma citada también contempla la prohibición de rebaja de penas por acogimiento a la sentencia anticipada y esa es la razón principal de la petición inicial de los sentenciados, así como del recurso de apelación interpuesto contra el auto que les negó la redosificación punitiva por la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004.

Es necesario considerar que dentro de las rebajas punitivas establecidas para la aceptación de cargos en el nuevo estatuto, no se estableció excepción respecto de algún delito en particular
. Por ende, colige la Sala que al no excluirse ninguna conducta de las reducciones allí contempladas ha operado una derogatoria tácita del citado artículo 11 de la Ley 733 de 2002, única y exclusivamente en lo que hace con las rebajas por terminación anticipada, dado que como se aclaró anteriormente, la prohibición sobre los otros beneficios continúa vigente.    

Es innegable entonces que las nuevas disposiciones que regulan la aceptación de los cargos en el sistema acusatorio, comportan una situación más benéfica respecto de aquellas personas que habiéndose acogido a la sentencia anticipada durante la vigencia del anterior Código de Procedimiento Penal, no se les otorgó rebaja alguna y, por tanto, es necesario aplicar la nueva normatividad que permite otorgar descuentos punitivos para eventos como los aquí estudiados.

El interrogante que a continuación debe resolverse es: ¿ a qué monto de descuento se tiene derecho, al fijado en la ley anterior que rigió el procedimiento adelantado en contra de los sentenciados, o el actual del sistema acusatorio que se dice más favorable?, a este segundo aspecto la Sala responde que debe ser aquél que regía el procedimiento bajo cuya égida se rituó la causa de los aquí implicados
, con fundamento en que resulta claro que la interpretación dada por la Corte Suprema de Justicia impide que sea del 50%, tal como se desprende del fallo de casación del 23-08-2005 Radicado 21954, M. P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, donde se concluyó que en cuanto se refería a la figura de la sentencia anticipada consagrada en la Ley 600 de 2000, no era posible el descuento contemplado en la nueva legislación. 

Con base en tales planteamientos, se hace indispensable revocar la decisión tomada por el señor Juez de primera instancia y en su defecto, proceder a reconocer las rebajas de las penas impuestas que han pedido los sentenciados, así:

La sanción que actualmente descuentan los señores JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA y EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN, fue impuesta mediante sentencia anticipada proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado
, donde se tuvo cuidado de hacer la rebaja de la octava (1/8) parte por el acogimiento a los cargos  sobre los otros delitos concursales –hurto calificado y agravado, porte ilegal de arma y utilización de uniformes e insignias- de tal manera que por ese concepto, se determinó una sanción del orden de los diez (10) meses y quince (15) días, mientras por el secuestro se impusieron veinte (20) años de prisión. Por parte de esta Sala al desatarse la alzada interpuesta contra el fallo, se reconoció a favor de los sentenciados la circunstancia de atenuación por la liberación voluntaria y por tanto, la pena por el delito de secuestro quedó reducida a diez (10) años, a la que sumada la parte correspondiente al concurso -que no sufrió ninguna modificación en la segunda instancia- arrojó una pena definitiva de diez (10) años, diez meses (10) y quince (15) días de prisión para cada uno de los dos sentenciados, así como multa por valor de mil (1000) salarios mínimos legales mensuales.

Por consiguiente, la rebaja que ahora se otorga al aplicarse el principio de favorabilidad, se efectuará solamente sobre el delito de secuestro extorsivo y, por tanto, corresponde a una octava (1/8) parte de los diez (10) años, con lo cual la pena por tal conducta será de ocho (8) años y nueve (9) meses. A la misma se adicionarán los diez meses (10) meses y quince (15) días por la figura concursal, de manera que la pena redosificada será de nueve (9) años, siete (7) meses y quince (15) días de prisión. En lo que respecta a la multa que trae aparejado el delito contra la libertad personal, también se aplicará la disminución anotada y por tanto, será del orden de ochocientos setenta y cinco (875) salarios mínimos legales mensuales.
5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

Primero: SE REVOCA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

Segundo: Se redosifica la pena impuesta a los señores JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA y EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN, al considerar que son acreedores a una disminución de la octava (1/8) parte de la pena impuesta por el delito de secuestro extorsivo. En consecuencia, la pena que deberán descontar será de nueve (9) años, siete meses (7) meses y quince (15) días de prisión; y, multa por ochocientos setenta y cinco (875) salarios mínimos legales mensuales. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala           
� Cfr. Ley 906 de 2004 artículos: 350, 351, 356 y 367


� Así se dijo en la sentencia de 2ª Instancia del 26-10-2005 Rad. 660013107001-2005-00046-01 M.P. Dr. Vicente Rodríguez Feo.


� Fechada el  23 de septiembre de 2004.
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